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DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN 

TRIBUNAL SUPERIOR. SALA CUARTA DE DECISIÓN CIVIL 

MAGISTRADA PONENTE: PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 

“Al servicio de la justicia 

y de la paz social” 

 

S - 058 

Procedimiento: Verbal 

Demandante: Kalapati S.A.S 

Demandados: Constructora Conviviendas S.A.S y/o 

Radicado Único Nacional: 05266 31 03 002 2021 00070 01 

Procedencia: Juzgado Segundo Civil del Circuito de Oralidad de Envigado 

Decisión: Confirma sentencia apelada, por otras razones 

 

Medellín, dieciocho (18) de abril de dos mil veintidós (2022) 

 

Cuestión: Se resuelve el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandante en contra de la sentencia proferida el 2 de diciembre de 2021, 

por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Oralidad de Envigado. 

 

Tema: De los requisitos generales de la reivindicación, prueba de la 

titularidad del dominio, calidad de poseedor del demandado. 

 

ANTECEDENTES 

 

Procedente del Juzgado Segundo Civil del Circuito de Oralidad de Envigado y 

por virtud de la apelación interpuesta por la parte demandante contra la 

sentencia proferida el 2 de diciembre de 2021, ha llegado a esta Corporación 

el proceso con pretensión reivindicatoria promovida por la sociedad Kalapati 

S.A.S en contra de las sociedades Constructora Conviviendas S.A.S, Urbana 



 

 

 

 

 

2 

2 

de Proyectos Esandes S.A.S y Conbienes S.A.S (en adelante las sociedades), 

donde también fungen como “terceros vinculados o tenedores” Lina María 

Díaz, John Fernando Arenas Cano y Katerin Arenas Díaz (en adelante los 

tenedores) mediante la cual la parte demandante pretende la reivindicación 

del inmueble ubicado en calle 46 E Sur número 42 B -05 del Municipio de 

Envigado (apartamento 1401 del edificio Luxor P.H con M.I 001-1239219), 

cuyos linderos se encuentran especificados en la escritura pública No. 449, 

del día 02 de abril del año 2016, de la Notaría Tercera del mentado Municipio. 

 

Como consecuencia de lo anterior, también se solicita que únicamente las 

sociedades demandadas sean condenadas a pagar los frutos civiles y 

naturales, mismos que para la fecha de la demanda ascendían a $73.310.612 

y deben aumentarse “cada mes” (fl. 2 pdf demanda) 

 

Todo lo anterior, con fundamento en los hechos que a continuación se 

sintetizan: 

 

Que mediante escritura pública número 16.293 del 29 de noviembre de 2017 

de la Notaría 15 de Medellín Scotibank Colpatria adquirió por dación en pago, 

que le hiciera la fiduciaria Corficolombiana como vocera y administradora del 

Fideicomiso Luxor, el derecho de dominio sobre el apartamento 1401 que se 

identifica con matrícula inmobiliaria No. 001-1239219 de la Oficina de 

Instrumentos Públicos de Medellín  Zona Sur, el cual se ubica en la calle 46 E 

Sur número 42 B -05, del edificio Luxor P.H, cuyos linderos se encuentran 

especificados en la escritura pública número 449 del 2 de abril de 2016 de la 

Notaría Tercera de Envigado. (sic. fl. 2 pdf demanda) 

 

Que Scotiabank nunca pudo entrar materialmente a poseer el inmueble 

porque estaba en poder de los tenedores demandados, quienes entraron allí 

aproximadamente en noviembre de 2017, no obstante lo cual la demandante 

adquirió el inmueble por contrato de compraventa celebrado con ese banco, 

para lo que se protocolizó el acto en la escritura pública No. 17.310 del 22 de 

noviembre del año 2018 otorgada en la Notaría Quince del Círculo Notarial de 

Medellín, momento para el que la compradora ya conocía la existencia de los 

tenedores en el bien objeto del negocio, porque así se lo informó la entidad 
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financiera. 

Que, sin embargo, la demandante “desconocía las circunstancias de tiempo, 

modo y lugar que dieron origen a la tenencia que ejercen LINA MARIA DIAZ, 

JOHN FERNANDO ARENAS CANO y la menor KATERIN ARENAS DIAZ, (que en 

su momento se consideró una posesión respecto de estos) hasta que en 

proceso reivindicatorio -que se identificó con radicado No. 05266-3103-003-

2019-00086-00 adelantado ante el Juzgado Tercero Civil del Circuito de 

Envigado- se les demandó para que reivindicaran la posesión que se les aducía 

tener en favor de mi representada.” Sobre esa situación agregaron lo 

siguiente: 

 

“(E)n la contestación a la demanda presentada por mi representada, los 

señores LINA MARIA DIAZ, JOHN FERNANDO ARENAS CANO 

manifestaron que no se desconocía el dominio que ejercía mi 

representada, pero que, ponían en conocimiento, que tenían en su 

poder el apartamento 1401 ubicado en la Calle 46 E Sur # 42 B -05, del 

edificio Luxor P.H., del municipio de Envigado -objeto de reivindicación- 

por cumplimiento a una acción de tutela que éstos habían presentado 

en contra de las sociedades demandadas (CONSTRUCTORA 

CONVIVIENDAS S.A.S., URBANA DE PROYECTOS ESANDES S.A.S., 

BIENES Y DESARROLLOS CONBIENES S.A.S.), que se identificó con 

radicado No. 0526640880012017-00105-00, de cuyo conocimiento 

tuvo, en primera instancia, el Juzgado Primero Penal Municipal de 

Envigado quien, mediante sentencia del día 16 de junio del año 2017, 

tuteló los derechos fundamentales que estos habían invocado (Vivienda 

digna, Dignidad humana, derechos fundamentales de los niños, niñas y 

adolescentes y a la vida misma), ello, al considerar que las accionadas 

habían causado daños a la vivienda de los señores LINA DIAZ y JOHN 

ARENAS a la hora de construir el edificio LUXOR P.H., ordenándose a 

dichas sociedades a que en el término de cinco (05) días hábiles 

siguientes a la notificación del fallo de primera instancia procedieran a 

reubicar a los accionantes en una vivienda del sector al cual éstos 

pertenecen. A su vez, ordenó, tanto a los accionantes de tutela como 

accionados, para que, en el término de cuatro (04) meses contados 

desde aquel fallo, ante la instancia competente, iniciaran las acciones 
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judiciales pertinentes para conjurar el conflicto que se expuso en dicho 

proceso constitucional.” (sic, fls 3-4) 

 

Que los tenedores nunca indicaron cuál de las 3 sociedades demandadas 

había hecho la entrega del apartamento, pero en todo caso en la primera 

demanda mencionada se llegó a una “conciliación” con los señores Lina Díaz 

y John Fernando Arenas Cano, en la que la sociedad demandante desistió de 

la demanda reivindicatoria en su contra por razón de su calidad de tenedores. 

 

Que las sociedades Constructora Conviviendas S.A.S, Urbana de Proyectos 

Esandes S.A.S y Conbienes S.A.S son poseedores da mala fe, en atención a 

lo siguiente:  

 

“(i) al haber sido quienes entregaron materialmente a los señores LINA 

MARIA DIAZ, JOHN FERNANDO ARENAS CANO y la menor KATERIN 

ARENAS DIAZ, el inmueble objeto de reivindicación, ello, aduciendo una 

facultad de uso y goce de éstos para el cumplimiento del fallo de tutela 

 

(ii) respecto de su posesión se puede indicar que la misma es irregular 

al carecer de justo título y de buena fe 

 

(iii) el actuar de las sociedades demandadas es de mala fe, en especial 

el de la sociedad CONSTRUCTORA CONVIVIENDAS S.A.S., por cuanto a 

las mismas, se les ordenó en el fallo de tutela que, transitoriamente, en 

un término de cinco (05) días hábiles contados a partir de la notificación 

del fallo, procedieran a reubicar a los accionantes, situación que se llevó 

a cabo para noviembre del año 2017, misma época que, 

CONSTRUCTORA CONVIVIENDAS S.A.S., en calidad de fideicomitente del 

FIDEICOMISO LUXOR, le impartía la orden a su vocera y administradora, 

la sociedad FIDUCIARIA CORFICOLOMBIANA S.A., para que procediera 

a transferir, a título de dación en pago, entre ellos, los inmuebles que 

nos convocan, a la sociedad SCOTIABANK COLPATRIA S.A., (Antes 

BANCO COLPATRIA MULTIBANCA COLPATRIA S.A.). 

 

(iv) de igual manera, de mala fe, tanto las sociedades poseedoras como 
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los tenedores, omitieron el término de cuatro (04) meses determinado 

en el fallo de tutela para que, tanto accionantes como accionadas, 

iniciaran las acciones pertinentes para dirimir el conflicto que los 

vinculaba. Y, se indica que de mala ambas partes, entre tanto: 

 

a) a la fecha, las sociedades en mención no han realizado ninguna 

actuación tendiente para que los señores LINA MARIA DIAZ, JOHN 

FERNANDO ARENAS CANO y la menor KATERIN ARENAS DIAZ, les 

entreguen el inmueble objeto de demanda, situación que debió 

surtirse con anterioridad a la venta que le hiciere SCOTIABANK 

COLPATRIA S.A., a mi representada; 

 

b) por el paso del tiempo, las sociedades en mención han pretendido 

beneficiarse con la tenencia que realiza en su nombre los señores DIAZ 

y ARENAS en nombre propio y en representación de su hija menor; 

 

c) la sociedad CONSTRUCTORA CONVIVIENDAS S.A.S., en calidad de 

fideicomitente del FIDEICOMISO LUXOR, con la entrega que hizo del 

inmueble objeto de reivindicación a los señores DIAZ y ARENAS en 

nombre propio y en representación de su hija menor, ha hecho que la 

vocera y administradora del fideicomiso, la sociedad FIDUCIARIA 

CORFICOLOMBIANA S.A., incumpla con la entrega a la que se obligó 

a la firma de la escritura Pública No. 16293, del día 29 de noviembre 

del año 2017, de la Notaría Quince del Círculo Notarial de Medellín con 

la sociedad SCOTIABANK COLPATRIA S.A., (Antes BANCO COLPATRIA 

MULTIBANCA COLPATRIA S.A.); 

 

d) los señores DIAZ y ARENAS en nombre propio y en representación 

de su hija menor, han pretendido darle efectos al fallo de tutela más 

allá del tiempo que el Juez Constitucional ordenó, es decir, bajo el 

argumento que allí están en cumplimiento del fallo de tutela que 

ordenó la reubicación y que en un término máximo de cuatro (04) 

meses debían solucionar el conflicto con las sociedades accionadas, al 

no haber solucionado sus diferencias con aquellas, han pretendido, 

entonces, permanecer, por más de dos años, en el inmueble de 
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propiedad de mi representada hasta tanto aquellas no le brinden la 

solución que éstos buscan.” (sic fls 5-6) 

 

Que las sociedades demandadas y los vinculados deben “cumplir con la carga 

procesal del artículo 67 del Código General del Proceso y del artículo 953 del 

Código Civil, so pena de verse inmersos en las sanciones económicas 

establecidas en el artículo 67 en mención”. 

 

Que de conformidad con el artículo 18 de la ley 820 de 2003 el valor del canon 

de arrendamiento no puede exceder el 1% del valor del bien. Por tanto, 

avaluando el inmueble objeto de reivindicación con base en su estimación 

catastral, puede concluirse el valor de los frutos que deben pagar las 

sociedades demandadas. 

 

RÉPLICA 

 

Admitido el libelo mediante auto del 9 de marzo de 2021 (archivo 1-19), y 

notificada en debida forma la parte demandada, a través de apoderado 

judicial, los sujetos que la integran procedieron a contestar de la siguiente 

manera: 

 

- Las sociedades demandadas (archivo 1-23). 

 

Comenzaron asegurando como cierto que el banco Colpatria había adquirido 

el bien objeto de reivindicación, pero aclarando que esa entidad financiera 

nunca había tenido acceso material al bien por una situación conocida desde 

que participó en el acuerdo de reorganización de la Constructora 

Conviviendas, al punto que en un principio fue entregado al señor Julio César 

Gil Herrera, primo del representante legal de Kalapati S.A.S quien está 

denunciado penalmente por captación y hechos de administración desleal. 

 

Indicó, además, que la parte demandante en el escrito introductorio afirmó 

conocer la situación relativa a los tenedores que ocupan el inmueble,  

 

“y así lo declaro en la CLÁUSULA DECIMA LITERAL B, de la escritura 
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pública No. 17.310, del día 22 de noviembre del año 2018, donde 

manifestó recibir materialmente a satisfacción, adicionalmente declara 

ante este juzgado que no existió una afectación por parte de quien le 

vendió, que en este caso fue SCOTIABANK COLPATRIA S.A. y 

posteriormente firma un acuerdo de conciliación con los poseedores 

materiales y físicos del inmueble el 20 de febrero del 2020 en el proceso 

05266310300320190008600 del juzgado tercero de oralidad del 

municipio de envigado, situación pues que es desconcertante toda vez 

que las empresas hoy demandadas nada podrán hacer para solucionar 

la restitución del inmueble, ya que no lo tienen en su posesión física.” 

(fl 2 pdf contestación) 

 

También dijo que la familia Arenas Díaz fue reubicada en ese bien por 

iniciativa de la Constructora Conviviendas, en el marco de un acuerdo o 

situación que siempre conoció y aceptó la sociedad actora, tal y como se 

observa en el literal B de clausula DECIMA de la escritura pública No. 17.310. 

De esa situación, alegó, pueden dar fe Judith Billiant Taborda Mesa y Hernán 

Guillermo Becerra Farfán, gerente de cuentas especiales y gerente de zona 

de Scotiabank, respectivamente. Agregó, entonces, que 

 

“OMITE DELIBERADAMENTE la parte demandante contar que los hoy 

poseedores reales y materiales del inmueble, instauraron una demanda 

por supuestos daños estructurales que imposibilitaban el uso del 

apartamento 502, del cual son dueños en el edificio MI VEREDA dicha 

demanda se registra con el Rad. 05266310300220180031000, del 

juzgado segundo civil del circuito de envigado, Antioquia, sobre este 

proceso se llevó a cabo una conciliación el día el 14 de agosto del 2020 

a las 2:40 pm, donde se pactó gestionar un estudio técnico con un 

tercero imparcial para que este determinara si los daños del inmueble 

eran estructurales y obedecían a causas de la construcción del edificio 

LUXOR, o si las reparaciones eran sobre elementos no estructurales y 

obedecían a la calidad del edificio MI VEREDA, dicha conciliación 

presenta un incumplimiento por parte de la familia Arenas Díaz como 

actores de la conciliación y para ello se enviaron las pruebas el día 06 

de Julio del 2021, al juzgado segundo de oralidad de Envigado a la fecha 
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se espera un fallo final para proceder a la restitución del inmueble 

reparado en igualdad de condiciones a las que tenía antes de la 

construcción del edificio LUXOR, del proceso en mención era conocedor 

la entidad financiera SCOTIABANK COLPATRIA S.A.” (fl. 4 pdf 

contestación) 

 

De modo que si la demandante llegó a algún acuerdo conciliatorio con los 

tenedores, aseguró, no se entienden los motivos que la llevan a endilgar una 

“responsabilidad por posesión de mala fe”, por cuanto lo adecuado era iniciar 

un proceso de restitución de tenencia como lo dispone el artículo 385 del 

C.G.P. Lo anterior, porque las demandadas no tienen calidad de poseedoras 

y en ese orden ningún reclamo habían recibido previamente por parte de 

Kalapati, por lo que debía considerarse: 

 

“que el Código Civil es claro en manifestar los requisitos esenciales que 

se necesita para ser poseedor según el Artículo 762, en primera 

instancia “animus domini” animo de señor y dueño, lo cual no se da en 

el presente caso, ya que mi poderdante, manifiesta no ser poseedor, ya 

que no actúa ni ha actuado de esta forma frente al inmueble, ya que 

no le paga servicios, no le paga administración, no le paga predial, en 

segunda instancia el “corpus” que es el poder de hecho que 

materialmente se ejerce sobre la cosa, y se concreta en que el poseedor 

actué como si fuera el verdadero y único dueño, sin reconocer dominio 

ajeno.” (fl. 5 pdf contestación) 

 

De lo anterior se aprovecharon las demandadas para explicar que ni ellas, ni 

los tenedores, cumplen con el requisito relativo a la calidad que debe tener 

todo demandado en un proceso con pretensión reivindicatoria: la de 

poseedor, máxime cuando para el momento en que se surtió la entrega del 

bien en discusión su propietaria inscrita era la Constructora Conviviendas, 

pero para ese entonces no tenía conocimiento de que Julio Cesar Gil Herrera, 

primo del representante legal de Kalapati y propietario del 33.33% de las 

acciones de esa sociedad que integra la parte demandada, había gestionado 

un préstamo de $3.500.000.000 para la construcción del Edificio Luxor, por 

virtud de cuyo incumplimiento fue que el banco exigió la dación en pago de 
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apartamentos construidos en el proyecto, muy a pesar de que conocía la 

situación particular del apartamento 1401 sobre la que ningún reclamó elevó. 

 

Concluyeron entonces que el mentado apartamento se encontraba en poder 

de los tenedores, lo cual explicó con mayor detalle así: 

 

“(E)l inmueble se entregó a la familia ARENAS DIAZ el 17 de noviembre 

del 2017, y la dación en pago se efectuó el 29 de noviembre del 2017, 

el banco estaba en conocimiento de la situación de la reubicación por 

tutelas en los inmuebles del proyecto LUXOR y como se podrá 

evidenciar en el acuerdo de reestructuración firmado con el banco, este 

jamás exigió que los inmuebles estuvieran desocupados para proceder 

a recibirlos, con esto probamos que es MENTIRAS, la versión del 

abogado de la parte demandante en lo expresado en los literales, “(iii) 

el actuar de las sociedades demandadas es de mala fe, en especial el 

de la sociedad CONSTRUCTORA CONVIVIENDAS S.A.S.,” y “(iv) de igual 

manera, de mala fe, tanto las sociedades poseedoras como los 

tenedores, omitieron el término de cuatro (04) meses” pretende pues 

la parte demandante prejuzgar las actuaciones de las partes en un 

proceso del cual es ajeno y que nunca tuvo la iniciativa de preguntar 

antes de iniciar demandas de restitución a título de perjuicio y 

reparación, prueba de ello es que las partes intentaron dirimir las 

diferencias en un juzgado y conciliaron de manera voluntaria y definitiva 

frente a los hechos de las tutelas y los daños de la edificación,  

 

… hoy existe ya un estudio profesional que dictamino que los daños y 

los malos procesos NO OBEDECEN a la construcción del edificio LUXOR, 

y SI OBEDECEN a la MALA CALIDAD de la construcción del edificio MI 

VEREDA, dictamen de la empresa SODINSA (Soluciones Integrales De 

Ingenieria S.A). el decir que las sociedades pretendieron beneficiarse 

de mala fe es mentir, porque nunca fue un acto de mala fe, de mala fe 

se podría presumir esta demanda por parte del demandante, que 

compro a sabiendas de un hecho de ocupación con una tutela por 

garantía a la vivienda digna, que sabía de antemano que tenía que 

esperar el fallo de las demandas entre la familia ARENAS DIAZ y las hoy 
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demandadas y sin mediar palabra alguna, procedió al medio más fácil, 

menos ético y más inmoral de proclamarse damnificado por perjuicios 

en la posesión de un inmueble que desde el momento de la compra 

adquirió por el 70% del valor real del avaluó comercial, siendo así como 

desde el mismo momento ya tenía un beneficio del 30%, además quedo 

estipulado en la escritura de adquisición suscrita con el banco que lo 

recibía a entera satisfacción y que así lo recibía”. (sic fls-6-7 pdf 

contestación) 

 

Con base en todo lo anterior las sociedades demandadas propusieron las que 

denominaron “excepciones” de  “falta de legitimación en la causa por pasiva”  

“falta de causa para demandar” “enriquecimiento sin causa” “ineptitud de la 

demanda”, y “mala fe temeridad por parte del demandante”. 

 

- Los tenedores (pdf 1-26). 

 

Comenzaron afirmando que Katerin Arenas Díaz es menor de edad y está 

representada por sus padres, los otros dos demandados, dicho lo cual 

aseguraron que ninguno de ellos tiene la calidad de poseedores del inmueble 

objeto de la pretensión y, por ende, no están “legitimados en la causa por 

pasiva”. Sin embargo, aceptaron que Scotiabank nunca pudo hacerse 

materialmente con el bien porque ellos lo ocupan desde noviembre de 2017. 

 

En adición, aclararon que “audiencia de conciliación llevada a cabo dentro del 

proceso con radicado No. 05266310300320190008600, por parte de mi 

representada se desistió de la demanda reivindicatoria en contra de los 

señores LINA MARIA DIAZ y JOHN FERNANDO ARENAS CANO al considerar 

que, dada la posición procesal asumida, esto es, de tenedores y no de 

poseedores del inmueble objeto de reivindicación, no se cumplían los 

presupuestos exigidos para la acción reivindicatoria”. (fl. 2 archivo 

contestación). 

 

Luego, aseguraron, que su entrada al bien responde, “entre otros trámites, 

de reubicación emanada de acción de tutela No. 0526640880012017-00105-

00 y apertura de incidente de desacato con fecha del 30 de octubre de 2017, 
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la misma que a la fecha sigue vigente puesto que, no ha tenido un 

cumplimiento de parte de las constructoras accionadas”. Lo anterior es así, 

porque nunca han desconocido el derecho de dominio en cabeza de la 

sociedad actora. 

 

Por lo demás, indicaron que los negocios entre las sociedades demandadas y 

la demandante y los de esta con el banco Colpatria no les incumbían, razón 

esa que aprovecharon para contestar que cualquier hecho vinculado con esos 

tratos debía ser contestado por los directamente involucrados. Por tanto, 

propusieron la que llamaron “excepción” de “falta de presupuestos 

estructurales, concurrentes e imprescindibles de la reivindicación”. 

 

SENTENCIA IMPUGNADA 

 

Trabada entonces la relación procesal, se dictó sentencia en la que se 

“absolvió” a los demandados de todas las pretensiones y, además, se 

declararon probadas “las excepciones de falta de legitimación y falta de causa 

para demandar”. 

 

Para decidir de la manera como lo hizo, el a-quo partió realizando un recuento 

de los hechos de la demanda y los términos de la oposición, dicho lo cual 

afirmó que se encontraban reunidos los presupuestos procesales. 

 

Recalcó delanteramente que las sociedades demandadas y los vinculados 

aseguraron no ser poseedores del bien objeto de la pretensión, de lo cual se 

valieron para proponer sus respectivas excepciones. Por tanto, para resolver 

sobre el problema que supone la oposición, procedió a valorar las pruebas 

allegadas con aplicación de las reglas de la sana crítica, y para ello estimó 

necesario “adentrarse brevemente” en la reivindicación, para posteriormente 

analizar cada uno de sus elementos axiológicos a la luz de esas pruebas.  

 

La reivindicación, dijo, consiste en que el titular del derecho real de dominio 

pretende recuperar su “uso, goce y disfrute”, en contra de otra persona que 

se estima poseedora. Señaló entonces que el artículo 946 del Código Civil, la 

jurisprudencia y la doctrina han establecido los elementos para el “feliz 
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término” de estas causas, así: derecho de dominio del demandante, posesión 

en el demandado, singularidad, identidad entre la cosa pretendida y la 

poseída. 

 

“Sin necesidad de ahondar más”, tomó cada elemento para confrontarlo con 

la prueba, tarea en la que partió asegurando que la sociedad demandante en 

efecto es propietaria inscrita según la prueba documental, matrícula 

inmobiliaria y la escritura pública que da fe de ellos, desde que el banco 

Colpatria le transfirió el dominio sobre el inmueble aquí comprometido. 

 

Se refirió inmediatamente a la posesión de la parte demandada, recordando 

que incluso en los alegatos de conclusión de las sociedades demandadas se 

defienden alegando que no son poseedoras del bien objeto del proceso pero, 

se preguntó: “¿Kalapati está facultada para pedir reivindicación en contra de 

esas sociedades? Porque la legitimación en la causa por activa la tiene el 

titular de dominio y la legitimación en la causa por pasiva la tiene el poseedor”. 

(sic) 

 

Para responder a esa pregunta, estimó necesario abordar un primer aspecto 

claramente demostrado, cual es que el 16 de junio de 2017 en fallo de tutela 

proferido por el Juzgado 1 Penal Municipal de Envigado confirmado el 31 de 

julio de 2017 por su superior, se tutelaron los derechos a la vivienda digna de 

los tenedores, por los daños causados a su vivienda al construir un edificio 

contiguo al suyo, y por eso es que el inmueble materia del proceso está en 

tenencia de los vinculados desde noviembre de 2017. Por ende, Lina María 

Díaz, John Fernando y su hija Katerin fueron vinculados como tenedores, no 

como poseedores, simplemente para hacerles extensivo un eventual fallo. 

 

Explicó también que fue Scotiabank quien adquirió inicialmente el bien por 

dación en pago que le hizo Corficolombiana como vocera y administradora del 

fideicomiso Luxor, pero el banco nunca ingresó al inmueble y así lo vendió a 

la demandante, tal como se dice en la demanda y se aceptó en los 

interrogatorios. Dijo el Juez por tanto que “esa situación de no entrega del 

inmueble al momento de la compraventa, hay que analizarla frente al alcance 

de la acción reivindicatoria, porque nuestra legislación civil prescribe que para 
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que ingrese un bien al patrimonio, se requiere el título y el modo, último que 

permite la ocupación, la prescripción, la accesión, entre otros fenómenos.” 

 

Para fundar su postura citó la sentencia SU 454 de 2016 de la Corte 

Constitucional, en la que hace una revisión de la jurisprudencia sobre el título  

y el modo, amén de citar providencia del 16 de diciembre de 2004 de la Sala 

Civil de la Corte suprema de Justicia (M.P. Carlos Ignacio Jaramillo expediente 

787), de todo lo cual se sirvió para concluir que la demandante tenía que 

acreditar título y modo. “Ya decíamos que tiene título que es la escritura, pero 

le falta el modo, es decir, lo que materializa el modo para poder tener uso, 

goce del apartamento”. Por ende, la actora es sin duda titular de acción de 

entrega del tradente al adquirente o de resolución, “pero al carecer de modo 

Kalapati S.A.S no puede ejercer acción reivindicatoria” 

 

Prosiguió diciendo “pero miremos la situación de los demandados que es el 

fundamento de las excepciones … frente al artículo 762 del Código Civil” según 

el cual el poseedor es aquel ocupante de un predio que suma ánimo de señor 

y dueño. Esa situación no se encuentra configurada en el proceso porque 

siguiendo las pautas del artículo 787 del Código Civil, se corrobora que 

ninguno de los demandados se han apoderado del bien con el ánimo de 

hacerlo suyo y no lo tienen en su poder en razón de posesión, pues ello sucede 

simplemente por fallos judiciales proferidos en el marco de una acción de 

tutela. Luego, como la posesión es una “situación se debe mirar al momento 

de presentar la demanda, porque es el momento en el que se está 

afirmando.”, concluyó el señor Juez que en este caso no se cumple el requisito 

vinculado con la calidad de poseedor de los demandados. 

 

Añadió que para el momento de la presentación de la demanda, tampoco las 

sociedades demandadas eran tenedores del inmueble y tampoco ejercían 

posesión sobre él, dado que si se consulta la realidad de lo demostrado, en 

actuaciones anteriores de sus integrantes se entregó el bien a la familia 

tenedora, pero hoy no tienen ningún vínculo con ese bien. Cerró diciendo, por 

ende, que “quien aquí demanda tiene título pero carece de modo y se 

necesitan ambos para ejercer la acción reivindicatoria, y los demandados no 

están legitimados en la causa por pasiva … amén de la falta de causa para 
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demandar y falta de presupuestos para la reivindicación”. 

Finalmente, en cuanto a la denominada excepción de temeridad y mala fe, 

aseguró que ninguna prueba desvirtuó la presunción contenida en el artículo 

83 de la Constitución Nacional. 

 

IMPUGNACIÓN  

 

REPAROS CONCRETOS DE LA PARTE DEMANDANTE, ÚNICA 

APELANTE (en audiencia y dentro de los tres días siguientes) 

 

PRIMERO: “el Despacho hace un indebido análisis del presupuesto de la 

posesión como … requisito estructural de la pretensión reivindicatoria, al 

afirmar que no se reúnen los presupuestos argumentando que el demandante 

no cuenta con modo, de cara a la calidad de titular … es contrario a derecho 

la decisión de cara a la falta de legitimación en la causa por activa … y por 

pasiva” (sic audiencia). En otras palabras, el Juzgado incurrió en “error de 

derecho” al interpretar, analizar y aplicar  

 

“los artículos 756 y 946 del Código Civil. Así las cosas, se indicará el 

análisis incorrecto realizado por el despacho a la hora de analizar las 

normas en cita estableciendo, como presupuesto adicional del dominio 

del demandante para la acción reivindicatoria, que éste haya recibido 

materialmente la cosa por quien se lo traditó (en el caso concreto en la 

compraventa), es decir, que haya mediado entrega material del 

inmueble para que quedará perfecta la tradición y, por consiguiente, 

que haya perdido la posesión por quien se dice ser el poseedor”. (sic 

escrito reparos, pdf 1-42) 

 

SEGUNDO: “la sentencia dictada incurre en error de hecho manifiesto y 

trascendente a la hora de apreciar las pruebas documentales y de 

interrogatorio de parte de cara a los presupuestos exigidos para la acción 

reivindicatoria (posesión).” 

 

DE LA SUSTENTACIÓN EN ESTA INSTANCIA (DECRETO 806 DE 2020) 
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El recurso de apelación fue admitido mediante auto fechado el 2 de marzo de 

2022. El día 17 de ese mismo mes la parte apelante allegó en término vía 

correo electrónico el memorial de sustentación, con el cual acompañó 

constancia de haber agotado el trámite previsto en el parágrafo del artículo 

9º del decreto 806 de 2020. 

 

En el mentado memorial desarrolló los reparos enarbolados en audiencia y 

dentro de los 3 días siguientes a su finalización. Con respecto al primer 

reparo aseguró que 

 

“la compraventa de bienes raíces, se reputa perfecta, cuando se realiza 

mediante escritura pública (Art. 1857 del Código Civil). Mi representada 

adquirió el derecho real de dominio por compraventa que realizó con la 

sociedad SCOTIABANK COLPATRIA S.A., (Antes BANCO COLPATRIA 

MULTIBANCA COLPATRIA S.A.) identificada con Nit No. 860.034.594-1, 

sobre el inmueble objeto de reivindicación, mediante escritura pública 

No. 17.310, del día 22 de noviembre del año 2018, de la Notaría Quince 

del Círculo Notarial de Medellín debidamente registrada el día 04 de 

diciembre del año 2018, quedando como titular inscrito del inmueble 

aludido. 

 

Así las cosas, la entrega material, en la tradición de los bienes 

inmuebles, es una obligación que se deriva del título (compraventa) que 

no determina la existencia de este y que no es de la esencia de dicho 

contrato.” 

 

En consecuencia, el Juez se equivocó en la aplicación de los preceptos 

contenidos en los artículos 756 y 946 del Código Civil, pues “(S)in lugar a 

equívocos, la norma en cita establece que la inscripción del título en la oficina 

de instrumentos públicos es la forma de materializar la tradición del dominio 

de bienes inmuebles, como lo es en el caso que nos convoca”. (sic escrito 

sustentación, pdf 07). 

 

En lo vinculado con el segundo reparo, la sociedad apelante insistió en que 

el Juez incurrió en “error de hecho manifiesto (…) al momento de verificar el 
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presupuesto número dos de la acción reivindicatoria, concerniente a que el 

demandado sea poseedor”. Lo anterior, porque  

 

“(C)omo primer presupuesto debe tenerse claro que, la sociedad 

CONSTRUCTORA CONVIVIENDAS S.A.S., es la fideicomitente del 

FIDEICOMISO LUXOR y fue quien se encargó de la construcción del 

edificio LUXOR, específicamente, el apartamento 1401 objeto de 

reivindicación, producto del negocio fiduciario que realizó. Y, es por tal 

condición que tenía vinculo directo con el mismo. 

 

Producto de la acción de tutela que iniciaron los tenedores, el Juzgado 

Primero Penal Municipal de Envigado quien, mediante sentencia del día 

16 de junio del año 2017, tuteló los derechos fundamentales que estos 

habían invocado (Vivienda digna, Dignidad humana, derechos 

fundamentales de los niños, niñas y adolescentes y a la vida misma), 

ello, al considerar que las sociedades accionadas habían causado daños 

a la vivienda de los señores LINA DIAZ y JOHN ARENAS a la hora de 

construir el edificio LUXOR P.H., ordenándose a los accionados a que 

en el término de cinco (05) días hábiles siguientes a la notificación del 

fallo de primera instancia procedieran a reubicar a los accionantes en 

una vivienda del sector al cual éstos pertenecen”. 

 

Dicho lo anterior, en la apelación de acusa al Juez de equivocarse en el análisis  

 

i) del fallo de tutela, porque el Juez de tutela obligó a Conviviendas 

S.A.S a reubicar a los tenedores en una vivienda del sector y no 

específicamente en el bien objeto material de la pretensión, 

 

ii) el interrogatorio de parte de Lina Diaz, como quiera que “(M)anifestó 

que, el señor Luis Fernando Yepes (representante legal de las 3 

sociedades vinculadas al fallo de tutela), inicialmente, para efectos de 

cumplir el fallo de tutela, iba a alquilar un inmueble en la zona de 

residencia de los 3ros vinculados, pero que, luego determinó hacerles 

entrega del apartamento 1401 del Edificio Luxor”. 
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iii) el contrato de comodato fechado el 17 de noviembre de 2017, al 

respecto del cual pasó por alto que  

 

“la sociedad CONSTRUCTORA CONVIVIENDAS S.A.S., actúa en 

calidad de comodante -por ser el fideicomitente del patrimonio 

autónomo propietario del inmueble- y quien se obliga a entregar, 

a título de préstamo, el inmueble objeto de reivindicación a los 

hoy terceros tenedores. De igual manera, pasa por alto que, la 

duración de dicho contrato era por un periodo no prorrogable de 

3 meses, contados a partir del día 17 de noviembre del año 2017, 

esto es, hasta el día 17 de febrero del año 2018. 

 

La importancia de dicha fecha es que, se acordó entre las partes 

-cláusula décimo primera que el contrato de comodato novaba a 

contrato de arrendamiento, esto es, comodante pasaba a ser 

arrendador y comodatarios pasaban a ser arrendatarios, 

estipulándose canon de arrendamiento en favor del arrendador, 

contrato que a la fecha se encuentra vigente y en beneficio propio 

de la sociedad CONSTRUCTORA CONVIVIENDAS S.A.S” (sic 

escrito sustentación) 

 

iv) la escritura pública número 16.293 del 29 de noviembre del año 

2017 otorgada en la Notaría Quince de Medellín, teniendo en cuenta 

que el Juez no reconoció que “la dación en pago que se le hizo al banco 

en mención provenía de una deuda que el fideicomitente tenía y que, 

mediante su instrucción, ordenó efectuar la tradición del derecho real 

de dominio mediante contrato de dación en pago.” 

 

vi) los correos electrónicos del señor Luis Fernando Yepes, quien en 

calidad “en calidad de representante legal de la sociedad 

CONSTRUCTORA CONVIVIENDAS S.A.S., del día 01 de diciembre del 

año 2017, en la que manifiesta que la ocupación -de los tenedores- era 

por 60 días (Pag 253 contestación demanda). Para dicha fecha ya se 

había suscrito escritura pública de dación en pago y quien lo poseía no 
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había realizado entrega.” 

En conclusión, las sociedades demandadas sí son poseedoras de mala fe, 

porque entregaron el inmueble a los tenedores que hoy lo ocupan. 

Particularmente, debe observarse que el fallo de tutela otorgó una protección 

constitucional transitoria (por 4 meses) a los tenedores, pero ninguno de ellos 

y tampoco las sociedades demandadas han emprendido acciones legales para 

resolver su conflicto. Por ende, 

 

“(E)l actuar de las sociedades demandadas es de mala fe, en especial 

el de la sociedad CONSTRUCTORA CONVIVIENDAS S.A.S., por cuanto 

a las mismas, se les ordenó en el fallo de tutela que, transitoriamente, 

en un término de cinco (05) días hábiles contados a partir de la 

notificación del fallo, procedieran a reubicar a los accionantes, situación 

que se llevó a cabo para el día 17 de noviembre del año 2017, misma 

época que, CONSTRUCTORA CONVIVIENDAS S.A.S., en calidad de 

fideicomitente del FIDEICOMISO LUXOR, le impartía la orden a su 

vocera y administradora, la sociedad FIDUCIARIA CORFICOLOMBIANA 

S.A., para que procediera a transferir, a título de dación en pago, entre 

ellos, los inmuebles que nos convocan, a la sociedad SCOTIABANK” 

 

Por su parte, los tenedores allegaron memorial en el que solicitaron la 

confirmación de la sentencia, insistiendo en que no tienen la calidad de 

poseedores del bien objeto de la pretensión, como quiera que están allí en 

calidad de tenedores y en virtud de un fallo de tutela que así lo dispuso. 

 

PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

De acuerdo con lo decidido y argumentado por el juzgador de Primer Grado y 

los reproches de la apelante, en los siguientes términos pueden plantearse los 

problemas jurídicos que debe abordar la Sala en esta ocasión:  

 

¿En realidad están reunidos los presupuestos axiológicos de la pretensión 

reivindicatoria, especialmente los relativos a la titularidad de dominio y 

posesión de los demandados, como lo sostiene la apelante? o, por el 

contrario, como lo concluyó la a-quo ¿debe negarse la pretensión por no 
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estar reunidos esos presupuestos axiológicos? 

Ese problema, visto el reproche probatorio enarbolado por la recurrente, 

implica eventualmente resolver si: 

 

¿Fue indebida la valoración de la prueba documental y del interrogatorio 

de la señora Lina María Díaz? 

 

Agotado el trámite correspondiente al recurso se entra a resolver y en orden 

a ello se realizan las siguientes, 

 

CONSIDERACIONES 

 

1. De la acción reivindicatoria y la prueba de la titularidad del 

dominio 

 

1.1. Según el artículo 946 del Código Civil, la pretensión de reivindicación es 

el remedio procesal a favor del titular de dominio para lograr la restitución de 

la cosa por parte de un tercero que la posee. Su fundamento no es otro que 

el poder de persecución propio de todo derecho real y muy en particular del 

derecho de propiedad. Desde luego que esta “acción” real no persigue que se 

declare su derecho de dominio, puesto que afirma y prueba tenerlo, sino que 

el juez por simple consecuencia de su acreditación ordene la restitución del 

bien perseguido. 

 

De acuerdo con lo anterior, la pretensión reivindicatoria solo puede intentarla 

el titular de dominio, sin que al efecto exista término o condición para su 

ejercicio, pues deviene del derecho de dominio que, como nota característica, 

es perpetuo. 

 

En general, al actor le corresponde acreditar los supuestos del pedimento que 

promueve y al demandado los de la excepción que quiere hacer valer. Por 

tanto, el reivindicador debe demostrar su derecho de dominio sobre la cosa 

que pide le sea restituida, pues, como lo tiene dicho la jurisprudencia 

especializada, ese derecho corresponde al primer presupuesto axiológico de 

aquella acción real, con más veras si se tiene en cuenta que sobre el poseedor 
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existe una presunción de propietario -artículo 762 del Código Civil-. 

Además, tratándose de bienes inmuebles el artículo 749 ibídem indica que “si 

la ley exige solemnidades especiales para la enajenación, no se transfiere el 

dominio sin ellas”, a su turno el 756 que preceptúa sobre la tradición de los 

inmuebles, indica que “se efectuará la tradición del dominio de los bienes 

raíces por la inscripción del título en la oficina de registro de instrumentos 

públicos…”.  

 

Por otra parte, el artículo 1857, norma reguladora del contrato de 

compraventa, prescribe “… la venta de bienes raíces y servidumbres y la de 

una sucesión hereditaria, no se reputan perfectas ante la ley, mientras no se 

ha otorgado escritura pública”. 

 

Ahora, aunque en principio, conforme a la normatividad citada en 

precedencia, la Sala Civil de la Corte siempre había sostenido que el domino 

únicamente podía acreditarse aportando el respectivo título que da origen al 

derecho -solemnidad que no puede suplirse acudiendo a otros medios de 

prueba-, así como su tradición, esto es, el certificado de registro de 

instrumentos públicos que dé cuenta de la inscripción del título, en una 

novedosa posición adoptada en sentencia de casación del pasado 17 de 

septiembre de 2021 decantó: 

 

“en la actualidad, la certificación expedida por el registrador da cuenta, 

no sólo del asentamiento en el registro inmobiliario, sino también de la 

existencia del título traslaticio y su conformidad jurídica, constituyéndose 

por sí misma en una prueba idónea de la propiedad, sin perjuicio de que, 

en atención al tipo del proceso, deba aportarse también el documento 

traslaticio que permita identificar correctamente el bien sobre el cual 

recae el derecho. 

 

Aplicado a los procesos reivindicatorios, cuando el demandante aporte el 

certificado registral con su demanda, estará demostrando tanto el título 

que sirvió para la adquisición de su derecho, como la tradición; este 

entendimiento guarda coherencia con la protección a la confianza 

depositada por los administrados en los mencionados certificados, por 
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mandato de la buena fe registral.”1 

 

Rectificó entonces el alto Tribunal de Casación en lo civil la postura que al 

respecto tomó en las sentencias de casación del 19 de mayo de 1947, citada 

también en la del 9 de diciembre de 1999 (Exp. 5352, M.P. Manuel Ardila 

Velásquez), 12 de febrero de 1963 (Gaceta Judicial Tomo 101, págs. 100-

102), 14 de diciembre de 1977 y 16 de diciembre de 2004, entre otras. 

 

1.2. Por lo demás, es pacífico que la jurisprudencia ha decantado a lo largo 

de muchos años como elementos axiológicos de esta clase de reclamación, 

además del indicado: (i) posesión material en el demandado; (ii) cosa singular 

reivindicable o cuota determinada de cosa singular; y (iii) identidad entre lo 

pretendido por el actor, sus títulos de dominio y lo poseído por el opositor. 

 

2. La calidad del demandado en reivindicación – frente a quién se 

puede reivindicar – 

 

La norma que regula la reivindicación es la contenida en el artículo 946 del 

Código Civil. Desde esa preceptiva, entonces, se entiende que la 

“reivindicación o acción de dominio es la que tiene el dueño de una cosa 

singular, de que no está en posesión, para que el poseedor de ella sea 

condenado a restituirla” (Negrillas de la Sala). Sin embargo, el aparte final del 

texto legislado, aunque claro por naturaleza, merece una precisión 

específicamente en cuanto al tipo de posesión que debe acreditarse en cabeza 

del demandado para el bien suceso de la reivindicación. 

 

Esa calidad, aclárese desde ahora, resulta ser a la que se refiere el artículo 

762 del mismo Código, esto es, una verdadera posesión material con ánimo 

de señor y dueño pues en realidad se puede reivindicar frente a quien se 

afirme poseedor material del bien objeto de la demanda. En otras palabras, 

se habla para los anteriores efectos de la posesión material de que trata el 

artículo 762 del citado estatuto, y por cuya definición textual se entiende como 

“la tenencia de una cosa con ánimo de señor o dueño, bien sea directamente 

 
1 Corte Suprema de Justicia, Sala Civil. Sentencia del 17 de septiembre de 2021. Radicado 11001-31-
03-015-2012-00647-01. M.P. Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo 
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o a través de otra persona que la tenga a nombre de quien se considera 

dueño.” Norma esa de la que se deduce la necesaria acreditación del corpus 

y el animus posesorio, puesto que según la jurisprudencia patria (entendida 

en este caso desde la óptica de la calidad de poseedor como requisito de la 

pretensión reivindicatoria):  

 

“[P]ara usucapir deben aparecer cabalmente estructurados los 

elementos configurativos de la posesión, esto es, el animus y el corpus, 

significando aquél, elemento subjetivo, la convicción o ánimo de señor 

y dueño de ser propietario del bien desconociendo dominio ajeno; y el 

segundo, material o externo, tener la cosa, lo que generalmente se 

traduce en la explotación económica de la misma, con actos o hechos 

tales como levantar construcciones, arrendarla, usarla para su propio 

beneficio y otros parecidos. Tales elementos –cuerpo y voluntad- cuya 

base legal sustancial es fundamentalmente el artículo 762 del Código 

Civil al decir que la posesión es la tenencia de una cosa determinada 

con ánimo de señor y dueño […]”2 

 

Precisamente ese ánimo de señor y dueño que constituye el elemento axial 

de la posesión es la nota diferencial con la mera tenencia, como quiera que 

implica el desconocimiento de dominio ajeno, no solo de quien aparece 

inscrito como propietario sino también de cualquiera otra persona. De suerte 

que quien reclama para sí la reivindicación ha de acreditar que el demandado 

es un verdadero poseedor material. 

 

CASO CONCRETO PRIMER REPARO  

 

En este punto al Juez se le reprocha no haber dado por probado el requisito 

relativo a la titularidad del bien, por lo menos la titularidad que según el 

funcionario de primer grado debe acreditarse en materia reivindicatoria. Lo 

anterior, porque estimó que la sociedad demandante “tiene título, pero no 

modo” en atención a que el inmueble objeto de la pretensión nunca le fue 

entregado materialmente, lo mismo que ocurrió cuando el banco Colpatria lo 

 
2 Sentencia de Casación Civil del 5 de noviembre de 2003, Expediente 7052. M.P. Cesar Julio Valencia 
Copete. 
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recibió en dación en pago por parte de Corficolombiana como vocera y 

administradora del Fideicomiso Luxor. 

 

Valga decir delanteramente que ese razonamiento del señor Juez es 

absolutamente contrario a las normas que regulan la adquisición de bienes 

raíces, por lo que en realidad no debe ahondar mucho la Sala para concluir 

que en este preciso punto asiste razón a la sociedad apelante. Es que conviene 

recordar que, tratándose de bienes inmuebles, nuestro sistema de adquisición 

del dominio exige título y modo, y este último no es otra cosa que la 

inscripción del primero en el correspondiente registro (art. 756 C.C.), todo lo 

cual regula el respectivo estatuto registral, contenido hoy en la ley 1579 de 

2012 que, en su artículo 2º, señala como objetivos de ese asentamiento en el 

registro: 

 

“a) Servir de medio de tradición del dominio de los bienes raíces y de los 

otros derechos reales constituidos en ellos de conformidad con el artículo 

756 del Código Civil; 

 

 b) Dar publicidad a los instrumentos públicos que trasladen, transmitan, 

muden, graven, limiten, declaren, afecten, modifiquen o extingan 

derechos reales sobre los bienes raíces; 

 

 c) Revestir de mérito probatorio a todos los instrumentos públicos 

sujetos a inscripción.” 

 

De suerte que el a-quo confundió el modo (la tradición) con el acto material 

de entrega, el cual no es más que una obligación natural de los contratos 

traslaticios de dominio sobre bienes en general, para nada orientada al 

perfeccionamiento de la adquisición misma del derecho real, cuando de 

inmuebles se trata, todo lo cual resulta suficiente para dar razón a la 

recurrente en cuanto a que no tiene discusión alguna que es ella la titular 

inscrita del bien objeto de la demanda. 

 

Ahora, cosa diferente es que estén reunidos los restantes elementos 

axiológicos y en particular la calidad de poseedor que debe tener todo 
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demandando en pretensiones de este cariz, punto que se analizará en el 

capítulo siguiente. 

 

CASO CONCRETO SEGUNDO REPARO 

 

Recuérdese que el presente embate consiste en que “la sentencia dictada 

incurre en error de hecho manifiesto y trascendente a la hora de apreciar las 

pruebas documentales y de interrogatorio de parte de cara a los presupuestos 

exigidos para la acción reivindicatoria (posesión).” (sic reparos en audiencia). 

En especial, para la recurrente el Juez valoró inadecuadamente ciertos medios 

de convicción que, de haber sido entendidos de la forma en que a su juicio 

procedía, llevarían sin duda a la prosperidad de la pretensión. Los medios  

probatorios valorados de forma supuestamente inadecuada, insístase, son los 

siguientes: 

 

i) el fallo de tutela, porque el Juez de tutela obligó a Conviviendas S.A.S 

a reubicar a los tenedores en una vivienda del sector y no 

específicamente en el bien objeto material de la pretensión. 

 

ii) el interrogatorio de parte de Lina Diaz, como quiera que “(M)anifestó 

que, el señor Luis Fernando Yepes (representante legal de las 3 

sociedades vinculadas al fallo de tutela), inicialmente, para efectos de 

cumplir el fallo de tutela, iba a alquilar un inmueble en la zona de 

residencia de los 3ros vinculados, pero que, luego determinó hacerles 

entrega del apartamento 1401 del Edificio Luxor”. 

 

iii) el contrato de comodato fechado el 17 de noviembre de 2017, al 

respecto del cual pasó por alto el Juez que  

 

“la sociedad CONSTRUCTORA CONVIVIENDAS S.A.S., actúa en 

calidad de comodante -por ser el fideicomitente del patrimonio 

autónomo propietario del inmueble- y quien se obliga a entregar, 

a título de préstamo, el inmueble objeto de reivindicación a los 

hoy terceros tenedores. De igual manera, pasa por alto que, la 

duración de dicho contrato era por un periodo no prorrogable de 
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3 meses, contados a partir del día 17 de noviembre del año 2017, 

esto es, hasta el día 17 de febrero del año 2018. 

 

La importancia de dicha fecha es que, se acordó entre las partes 

-cláusula décimo primera que el contrato de comodato novaba a 

contrato de arrendamiento, esto es, comodante pasaba a ser 

arrendador y comodatarios pasaban a ser arrendatarios, 

estipulándose canon de arrendamiento en favor del arrendador, 

contrato que a la fecha se encuentra vigente y en beneficio propio 

de la sociedad CONSTRUCTORA CONVIVIENDAS S.A.S” (sic 

escrito sustentación) 

 

iv) la escritura pública número 16.293 del 29 de noviembre del año 

2017 otorgada en la Notaría Quince de Medellín, teniendo en cuenta 

que el Juez no reconoció que “la dación en pago que se le hizo al banco 

en mención provenía de una deuda que el fideicomitente tenía y que, 

mediante su instrucción, ordenó efectuar la tradición del derecho real 

de dominio mediante contrato de dación en pago.” 

 

vi) los correos electrónicos del señor Luis Fernando Yepes, quien en 

calidad “en calidad de representante legal de la sociedad 

CONSTRUCTORA CONVIVIENDAS S.A.S., del día 01 de diciembre del 

año 2017, en la que manifiesta que la ocupación -de los tenedores- era 

por 60 días (Pag 253 contestación demanda). Para dicha fecha ya se 

había suscrito escritura pública de dación en pago y quien lo poseía no 

había realizado entrega.” 

 

Además, la sociedad Kalapati estima que para la valoración de esas pruebas 

era necesario tener en cuenta dos situaciones que el Juez supuestamente 

desatendió, a saber: i) la Constructora Conviviendas fue “la fideicomitente del 

Fideicomiso Luxor y fue quien se encargó de la construcción del edificio Luxor, 

específicamente, el apartamento 1401 objeto de reivindicación, producto del 

negocio fiduciario que realizó. Y, es por tal condición que tenía vinculo directo 

con el mismo.”; ii) los tenedores demandados ocupan el apartamento en 

mención por virtud de un fallo de tutela del 16 de junio de 2017, proferido 
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por el Juzgado Primero Penal Municipal de Envigado,  

 

“quien, mediante sentencia del día 16 de junio del año 2017, tuteló los 

derechos fundamentales que estos habían invocado (Vivienda digna, 

Dignidad humana, derechos fundamentales de los niños, niñas y 

adolescentes y a la vida misma), ello, al considerar que las sociedades 

accionadas habían causado daños a la vivienda de los señores LINA 

DIAZ y JOHN ARENAS a la hora de construir el edificio LUXOR P.H., 

ordenándose a los accionados a que en el término de cinco (05) días 

hábiles siguientes a la notificación del fallo de primera instancia 

procedieran a reubicar a los accionantes en una vivienda del sector al 

cual éstos pertenecen”. (citas hasta aquí del escrito de sustentación) 

 

Pues bien, evidentemente los señores Lina María Díaz y John Fernando Arenas 

Cano, así como quien identificaron como su hija, Katerin Arenas Díaz, fueron 

demandados para que una eventual sentencia condenatoria produjera efectos 

en su contra por habitar materialmente el bien objeto de la pretensión, más 

en ningún apartado de la demanda obra afirmación alguna que les atribuya la 

calidad de poseedores. Es más, todo lo contrario, la parte demandante acepta 

que se trata de unos meros tenedores y por esa misma razón terminó llegando 

a una “conciliación” con ellos, en el marco del proceso con radicado 2019-

00086 del Juzgado Tercero Civil del Circuito de Envigado. 

 

La mentada conciliación consistió en que “la parte demandante desiste de la 

presente demanda reivindicatoria, lo cual es coadyuvado por la parte 

demandada a fin de que no exista condena en costas” (pdf 1-28). Por tanto, 

por virtud del efecto de cosa juzgada que es apenas natural a la conciliación, 

a lo que se aúna el precepto contenido en el artículo 314 del C.G.P sobre las 

consecuencias del desistimiento de las pretensiones, queda claro que en la 

relación Kalapati/tenedores está descartado un conflicto en términos de 

posesión por parte de los segundos. 

 

Así las cosas, en el hecho 4.10 de la demanda (fls. 5-6 pdf 1-04) se afirma 

que son las sociedades demandadas las verdaderas poseedoras del 

apartamento 1401 ubicado en el Edificio Luxor del Municipio de Envigado, 
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especialmente por lo siguiente: 

 

“(i) al haber sido quienes entregaron materialmente a los señores LINA 

MARIA DIAZ, JOHN FERNANDO ARENAS CANO y la menor KATERIN 

ARENAS DIAZ, el inmueble objeto de reivindicación, ello, aduciendo una 

facultad de uso y goce de éstos para el cumplimiento del fallo de tutela 

 

(ii) respecto de su posesión se puede indicar que la misma es irregular 

al carecer de justo título y de buena fe 

 

(iii) el actuar de las sociedades demandadas es de mala fe, en especial 

el de la sociedad CONSTRUCTORA CONVIVIENDAS S.A.S., por cuanto a 

las mismas, se les ordenó en el fallo de tutela que, transitoriamente, en 

un término de cinco (05) días hábiles contados a partir de la notificación 

del fallo, procedieran a reubicar a los accionantes, situación que se llevó 

a cabo para noviembre del año 2017, misma época que, 

CONSTRUCTORA CONVIVIENDAS S.A.S., en calidad de fideicomitente del 

FIDEICOMISO LUXOR, le impartía la orden a su vocera y administradora, 

la sociedad FIDUCIARIA CORFICOLOMBIANA S.A., para que procediera 

a transferir, a título de dación en pago, entre ellos, los inmuebles que 

nos convocan, a la sociedad SCOTIABANK COLPATRIA S.A., (Antes 

BANCO COLPATRIA MULTIBANCA COLPATRIA S.A.). 

 

Con el primer argumento se vincula directamente el reproche relativo a la 

indebida valoración del interrogatorio de la señora Lina María Díaz, quien en 

su declaración efectivamente aseguró que “siempre hemos conocido al señor 

Luis Fernando como representante de las tres sociedades… de las tres” (min. 

55:30) y que, por tanto, en su concepto personal el inmueble se lo entregaron 

las tres sociedades, pero lo dicho no pasa de ser una apreciación apenas 

subjetiva de la declarante, quien naturalmente no tiene por qué estar 

enterada de la estructuración jurídica del acuerdo mediante el cual le fue 

entregado el apartamento 1401 a ella y a su familia. 

 

De hecho, la misma prueba documental que también fue indebidamente 

valorada por el Juez, según la recurrente claro está, desdice de lo afirmado 
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por la demandada en punto a lo que ahora quiere aprovechar Kalapati para 

fundar una supuesta posesión de las sociedades demandadas. Nótese que a 

folios 13 y siguientes de la contestación allegada por esas personas jurídicas 

(pdf 1-23) obra el que se denominó “contrato de comodato de tres meses y 

arrendamiento”, suscrito únicamente entre los demandados (tenedores) como 

comodatarios y Conviviendas S.A.S como comodante, tal como lo explicó el 

señor Luis Fernando Yepes, representante legal de esta sociedad, al asegurar 

que: 

 

“Conbienes y Urbana de Proyectos no tienen nada que ver con este 

apartamento y este proyecto… nada que ver con las tutelas…. el 

proyecto siempre estuvo en cabeza de Conviviendas… fuer la que llevó 

a cabo el proyecto Luxor… Urbana de Proyectos lo único que hizo fue 

hacer un proceso de construcción inicial, posteriormente por decisión 

de Conviviendas… fue en cabeza de Conviviendas…. Como urbana de 

Proyectos hicimos algunas ventas…. Bienes y Desarrollos hizo la 

auditoría de gastos y consumos iniciales, cuando el fideicomiso estaba 

manejado por Corficolombiana… conviviendas siempre fue la que 

ostentó los derechos fiduciarios” (min. 20:00) 

 

Luego, aun cuando el señor Yepes sea o haya sido representante legal de las 

tres sociedades demandadas, no por eso puede afirmarse que cualquier acto 

realizado en nombre de una de ellas se entiende ejecutado en beneficio o 

perjuicio de las demás, como quiera que cada una es persona jurídica 

legalmente constituida y por tanto independiente. Además, era a la 

demandante a quien le correspondía probar la calidad de poseedoras de las 

demandadas, por lo que negada tal afirmación por parte de estas en la 

contestación y en el interrogatorio de su representante legal, naturalmente 

era a través de otros medios de prueba que debía acreditarse tal calidad. 

 

De suerte que la única prueba documental a que recurre la demandante para 

acreditar el requisito relativo a la calidad que debe tener todo demandado en 

reivindicación es, precisamente, el mentado comodato que acaba de 

mencionarse. Empero, lo primero que debe aclararse, por vía de reiteración, 

es que ese contrato de ninguna manera vincula a las sociedades Urbana de 
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Proyectos Esandes S.A.S y Conbienes S.A.S, como quiera que únicamente está 

firmado por Constructora Conviviendas S.A.S a través de su representante 

legal, por ser quien asumió la labor de cumplir con la orden de tutela que 

obligaba a la reubicación de la familia Arenas Díaz. Por otro lado, como se 

explicará en lo sucesivo, ese contrato de comodato fue celebrado por 

Conviviendas, fideicomitente dentro del fideicomiso Luxor, y si bien tal 

proceder no se aviene con la institución de la fiducia mercantil toda vez que 

en esta se transfieren los bienes a la fiduciaria “quien se obliga a 

administrarlos o enajenarlos para cumplir una finalidad determinada por el 

constituyente, en provecho de éste o de un tercero llamado beneficiario o 

fideicomisario” (artículo 1226 Código de Comercio), aquello a lo sumo podría 

constituir un incumplimiento del contrato de fiducia mercantil por parte del 

fideicomitente, pero en manera alguna acto posesorio. Por demás, no puede 

perderse de vista que esa entrega del inmueble por parte de aquella sociedad 

a la familia Arenas Diaz para su ocupación temporal, se efectuó con 

anterioridad a la dación en pago hecha en favor de la entidad Scotiabank 

Colpatria mediante escritura pública escritura pública número 16.293 del 29 

de noviembre de 2017, otorgada en la Notaría 15 de Medellín, si bien esta 

vino a registrarse en abril del año siguiente. 

 

Por manera que los efectos que quiere darle la parte demandante al contrato 

de comodato no alcanzan para concluir que las sociedades demandadas son 

poseedoras, mucho menos que las personas naturales lo son en su nombre 

porque, se insiste, desde la propia demanda se acepta su calidad de meras 

tenedoras. En adición, esa entrega se efectuó con el fin de dar cumplimiento 

a la orden de tutela contenida en el fallo del 16 de junio de 2017, proferido 

por el Juzgado Primero Penal Municipal de Envigado y posteriormente 

confirmado por el Juzgado Penal del Circuito de ese Municipio mediante 

providencia fechada el 31 de julio de ese año (fl. 136 pdf 1-23), que, aunque 

no dijo que fuera específicamente en ese apartamento, sí ordenó a las 

accionadas, reubicar a los tutelantes en una vivienda del sector. Allí la orden 

puntual fue del siguiente tenor: 
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Entonces, a pesar de que la tutela se concedió como mecanismo transitorio 

en contra de todas las sociedades aquí demandadas, Conviviendas decidió 

hacerse cargo de la situación y reubicó a los tenedores en el apartamento 

1401 del Edificio Luxor, situado cerca al conocido como Mi Vereda que se 

vieron obligados a evacuar por problemas constructivos que en nada interesan 

a este proceso. Lo anterior lo llevó a cabo siguiendo las instrucciones del Juez 

de tutela y todavía yendo más allá, porque en el contrato de comodato que 

se observa a partir del folio 13 del pdf 1-23 pactó con la familia Arenas Díaz 

lo siguiente: 

 

 

Pero Conviviendas se obligó más allá de manera voluntaria, pues entregó el 

inmueble en comodato para que los tenedores se lo devolvieran bajo una 
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condición, consistente en que “queda obligada… (refiriéndose a la parte 

comodataria) … (a) restituirlo el día jueves 15 de febrero de 2018, con previo 

concepto favorable de habitabilidad del apartamento 502 de la torre B del 

edificio Mi Vereda, de propiedad de EL COMODATARIO, por parte de la Oficina 

de Gestión del Riesgo de la Alcaldía de Envigado y el Departamento 

Administrativo de Planeación … siendo el concepto de las entidades de 

vigilancia ya mencionadas, requisito para restituir el inmueble” (fl. 

14 contrato, cláusula segunda. Negrillas de la Sala) 

 

En esa misma lógica debe recordarse que los tenedores entraron al inmueble 

por virtud de ese contrato, a su vez motivado por la orden de tutela ya 

mencionada, en el mes de noviembre de 2017, mismo mes en cuyo día 29 la 

Fiduciaria Corficolombiana como vocera y administradora del Edificio Luxor lo 

transfirió junto con otros por dación en pago a favor del banco Colpatria, por 

instrucción de la fideicomitente, esto es, Conviviendas S.A.S. Lo anterior se 

llevó a cabo mediante la protocolización de la escritura pública número 16.293 

otorgada en la Notaría Quince de Medellín, en la que se dejó establecido que 

todos los inmuebles habían sido materialmente entregados (cláusula sexta, fl. 

20 pdf 1-10), muy a pesar de que según se informa en la demanda, Colpatria 

conocía la situación de la familia Arenas, que también en su momento fue 

informada a Kalapati. 

 

Prueba de lo dicho son los correos electrónicos que se mencionan en la 

apelación (para afirmar que el Juez los valoró de forma inadecuada), cruzados 

entre Luis Fernando Yepes, representante legal de Conviviendas y los 

ejecutivos de cuenta del banco Colpatria (fls. 233 y siguientes pdf 1-23), pues 

en un correo del 10 de diciembre de 2017 le escribieron al señor Yepes “Luis 

Fernando … Sin entrega la deuda sigue vigente … (firma) Guillermo Becerra”, 

a lo cual este contestó lo siguiente: 

 

“(O)brando como representante legal de Conviviendas, solicito al banco 

no desistir de recibir la dacion en pago de los inmuebles 1201 y 1401 

toda vez que la ocupación de estos inmuebles es temporal por 60 días 

mientras se llevan a cabo las reparaciones de los inmuebles de dos 

familias propietarias del edifico mi Vereda el cual es vecino de LUXOR, 
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esta información había sido dada en el proceso de negociación y no 

debería entorpecer el proceso final de liquidación mas aun teniendo 

claro que el banco tiene sobre garantía con el lote de Copacabana, 

nuevamente les pido continuar con el proceso y registrar la escritura de 

forma normal, el plazo solicitado es de 60 días a partir de hoy para 

entregar desocupado”. (sic fl. 234) 

 

El caso es que en algo convenció esa negociación a la entidad financiera, 

porque el 14 de diciembre de 2017 María Judith Taborda Mesa, Gerente de 

Cuentas Especiales, envió un correo a una funcionaria del banco con copia al 

representante de Conviviendas, en el que manifestó: “(L)aura, hacer caso 

omiso al correo que antecede se procedera con el registro de la escritura como 

esta teniendo en consideración que se desocuparan los inmuebles en el mes 

de enero y cuando esto suceda se contabilizara” (sic fl. 235), lo cual en efecto 

sucedió con la inscripción en el registro de la respectiva escritura pública el 

12 de abril de 2018 (ver pdf 1-12). 

 

En consecuencia, el banco aceptó las condiciones especiales que tenía para 

ese entonces el apartamento 1401 del Edificio Luxor, tanto que con 

posterioridad, cuando se lo vendió a la sociedad demandante mediante la 

escritura pública número 17.310 del 22 de noviembre de 2018 otorgada en la 

Notaría 15 de Medellín, en la cláusula cuarta pactaron lo siguiente: 

 

 

 

Prueba adicional de ese conocimiento previo sobre la tenencia del inmueble 

es lo declarado por el representante legal de la demandante en este proceso, 

cuando aseguró lo había comprado porque le “daban un precio especial”, lo 

que aprovechó el señor Juez para preguntarle cuál era el pacto relativo a la 
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entrega material del bien, contestando con seguridad que “ah que yo tenía 

conocimiento que el inmueble en su momento estaba ocupado por otras 

personas, por la familia Arias” (min. 9:01), mas que al banco nunca le había 

reclamado porque “en la escritura lo dejan muy claro, estipulado de que yo 

tenía conocimiento de que el inmueble tenía ese problema pues, por decirlo 

así … lo pactado fue que yo ya me encargaba de recuperar el inmueble” (min. 

9:30). De hecho, a preguntas del apoderado de la Familia Arenas Díaz sobre 

si conocía las condiciones del inmueble y que el fallo de tutela en efecto lo 

vinculaba como nuevo comprador del inmueble, simplemente respondió “sí”, 

“sí” (min. 16:10 y min. 17:50). 

 

Como si lo dicho fuera insuficiente, en la cláusula sexta de ese instrumento 

público se dejó claro que “el vendedor hará entrega materialmente los (sic) 

inmuebles a la compradora, a la firma del presente instrumento, con todas 

sus mejoras y anexidades, usos, costumbres y servidumbres legalmente 

constituidas o que consten en títulos anteriores a partir de la fecha, 

entendiendo que se recibe con la tenencia de los ocupantes, el 

comprador se obliga a recibirlo en el estado en que se encuentran, 

para lo cual declara de antemano conocer el estado de conservación 

de los inmuebles” (fls. 9-10 pdf 1-11. Negrillas de la Sala). 

 

No queda duda entonces de que Kalapati conocía el fallo de tutela que ordenó 

la reubicación de los tenedores, como también conocía acerca del contrato de 

comodato firmado por Conviviendas con estos para entregar formalmente el 

bien, y es por ello que no puede ahora desconocer la relación especial que la 

familia Arenas Díaz tiene con el apartamento 1401 del Edificio Luxor, 

consistente en que sin concepto previo de las autoridades urbanísticas sobre 

la habitabilidad de su apartamento ubicado en el edificio Mi Vereda, no están 

en la obligación de restituir el bien porque esa es la condición en que se fundó 

el comodato.  

 

Claro que lo planteado tiene sentido en el marco de la relación 

Conviviendas/tenedores, porque si en gracia de discusión la relación de estos 

con la demandante nace de ese contrato o, dicho de otra manera, si ese 

contrato está vigente a pesar de la venta del bien, ese es ya un conflicto que 
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desborda la competencia de la Sala que en este caso actúa como Juez de la 

reivindicación, más no de la restitución de tenencia, a lo que debe aunarse 

que el mismo representante legal de las sociedades demandadas aseguró “no, 

la sociedad Conviviendas no ha recibido ningún recurso, como tampoco ha 

pagado ninguna obligación de ese inmueble ni en impuesto predial… ni gastos 

de administración… como si lo ha hecho Kalapati” (min. 33:20) porque “el 

contrato estaba pactado para que en caso tal de que no lo devolvieran una 

vez reparado el inmueble ellos pagaran el arriendo”, mientras que el señor 

Arenas Cano hizo lo propio al decir que “yo no conozco que ellos (las 

sociedades demandadas) tengan algún derecho sobre esa propiedad o algo 

por el estilo” (min. 47:30) 

 

Lo visto lleva a un serie de conclusiones fatales para las pretensiones de la 

demandante, a saber: i) ninguna de las demandadas es poseedora del 

inmueble objeto de la pretensión y tampoco lo eran para la fecha en que se 

presentó la demanda; ii) Conviviendas decidió entregar ese bien en comodato 

no sólo en cumplimiento de la protección transitoria otorgada por el Juez de 

tutela, sino por todo el tiempo que durara la reparación del apartamento 

ubicado en el edificio Mi Vereda, propiedad de los tenedores, lo cual estipuló 

como condición necesaria para la terminación del comodato; iii) la familia 

Arenas no es poseedora y; iv) para nada importa que ese comodato luego 

mutara en un arrendamiento, porque en todo caso la condición para que ello 

ocurriera consiste en que el apartamento de Mi Vereda fuera habitable y los 

tenedores fueron insistentes en decir que no habían realizado la entrega 

porque todavía no les entregan su apartamento. 

 

Y no sólo la anterior resulta ser la razón para confirmar la sentencia de primera 

instancia, porque en realidad otra de peso consiste en que la parte 

demandante afirmó que eran las sociedades demandadas las verdaderas 

poseedoras del bien en cuestión, por lo que ante la falta de acreditación de la 

mentada calidad no queda camino diferente para el Tribunal que negar las 

pretensiones, pues al margen de que los tenedores tengan o no derechos 

como comodatarios sobre el bien, lo que se insiste desborda el objeto del 

proceso, lo cierto es que no se probó el presupuesto axiológico consistente 

vinculado con la posesión en cabeza del demandado. 
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PRECISIÓN FINAL SOBRE LA RESOLUTIVA 

 

No puede pasar por alto la Sala que el señor Juez dictó sentencia en la que 

“absolvió” a los demandados de todas las pretensiones y, además, declaró 

probadas “las excepciones de falta de legitimación y falta de causa para 

demandar” (segundo punto resolutivo). Es decir, a pesar de que consideró 

que no estaban reunidos los presupuestos axiológicos de la pretensión, 

terminó declarando probada una supuesta excepción de mérito, que ni lo es 

y, aunque lo fuera, no era de estricto abordaje, tal y como lo aconseja la 

simple lógica procesal y lo reiteró la Corte en reciente pronunciamiento al 

considerar, a título de ejemplo, que  

 

“(D)escartada la prosperidad de las pretensiones simulatorias, por 

sustracción de materia se hace innecesario referirse a las excepciones 

propuestas, como bien lo ha señalado la jurisprudencia: «El rigor que 

exige la tarea decisoria requiere abordar inauguralmente el reclamo del 

demandante para que, definida la vocación de prosperidad de la 

pretensión con fundamento en las pruebas, se continúe con la 

valoración de las excepciones planteadas, de manera que sólo cuando 

la acción tiene posibilidad de victoria, se impone al juez entrar a 

auscultar los mecanismos aducidos en pro de la defensa del demandado 

a fin de establecer si ellos tiene la virtud de enervarla» (SC, 9 dic. 2011, 

rad. n.° 1992-05900-01).”3 

 

Así las cosas, la sentencia será confirmada por las razones aquí ofrecidas, 

salvo su numeral segundo resolutivo el cual se revocará. 

  

DECISIÓN 

 

Sin más consideraciones, la Sala Cuarta de Decisión Civil del Tribunal Superior 

del Distrito Judicial de Medellín, administrando justicia en nombre de la 

República de Colombia y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia de 

fecha y procedencia indicas por las razones ofrecidas en la parte motiva 

 
3 Corte Suprema de Justicia, Sala Civil. Sentencia del 14 de julio de 2021. Radicado 15322-31-03-
001-2013-00120-01. M.P. Aroldo Wilson Quiróz Monsalvo. 
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de esta providencia, salvo su numeral segundo resolutivo, el cual se 

REVOCA. Costas en esta a favor de Lina María Díaz, John Fernando Arenas 

Cano y Katerin Arenas Díaz y a cargo de la sociedad apelante. 

 

Ejecutoriada la sentencia, la Secretaría pasará el expediente al Despacho para 

la fijación de las agencias en derecho. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
 
 
  
 
PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 
MAGISTRADA  
  
 
 
 
 
 
JUAN CARLOS SOSA LONDOÑO 
MAGISTRADO 
 
 
 
 
 
 
                
 
 
JULIÁN VALENCIA CASTAÑO 
MAGISTRADO 
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